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1.-INTRODUCCION.-


En diversos países de nuestro entorno (Países Bajos, Irlanda, Reino Unido…) se vienen llevando a cabo, en los últimos años, diversas actuaciones encaminadas a conseguir una reducción de la normativa innecesaria basándose en el dictado de una normativa de mayor calidad. Es lo que el Consejo de Estado francés lleva recordando desde principios de los años 90 en sus informes anuales. Hay que legislar menos y legislar mejor.

El punto de partida pasa por considerar que el desarrollo normativo no siempre se realiza con la calidad suficiente, lo que genera disfunciones y desajustes entre las medidas de política pública dispuestas y las necesidades que se pretenden resolver.
Las razones de esta tendencia son evidentes. La normativa genera costes en su cumplimiento a las empresas y a los ciudadanos. Se ha demostrado además que la inversión en calidad normativa multiplica el rendimiento de las políticas públicas.
En 2006, la Comisión Europea, extrapolando datos de un informe de los Países Bajos, señaló que los costes administrativos que las empresas habían de asumir para hacer frente al marco regulatorio suponían el 3,5% del PIB de la Unión Europea a 25 Estados.

Existe pues una relación directa entre la calidad del entorno regulatorio y la competitividad y en el crecimiento económico. En el cuadro adjunto se observa la relación entre el desempleo y la calidad de la regulación.
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La mejora de la calidad normativa es, además de una recomendación de la OCDE, una exigencia comunitaria, en tanto que es la propia Unión la que obliga a desarrollar Evaluaciones del Impacto Normativo a los Estados miembros:
“Para crear un entorno empresarial más atractivo, los Estados […] deben mejorar la calidad de su normativa mediante la evaluación sistemática y rigurosa de sus repercusiones económicas, sociales y medioambientales, teniendo también en cuenta los costes administrativos que conlleva.” (D.I. n° 9). Directrices integradas para el crecimiento y el empleo (2005-2008) / COM/2005/0141 final.  

En España, desde finales de los 80 se ha producido un fenómeno contrario al regular de forma intensa el conjunto de actividades del ciudadano y las empresas bajo la premisa de que el interés general se encuentra salvaguardado cuanto mayor es la regulación.


En el Gráfico siguiente vemos la muestra de cómo en los sucesivos años se han venido multiplicando el número de páginas de los diversos Diarios oficiales lo cual da muestra de la tendencia de este país a producir un exceso de regulación:
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En nuestro país las políticas encaminadas a una mejora regulatoria se han desarrollado de manera dispersa y deslabazada.

Las referencias a técnicas de calidad normativa se encuentran en el ordenamiento jurídico de manera dispersa y se refieren a aspectos como: 
· La realización  previa de informes

· La consulta a partes interesadas

· La estructuración de los textos conforme a reglas técnicas

· La intervención preceptiva de otros organismos.
El coste que para España tiene la mala calidad de la regulación es más elevado que en el conjunto de Europa. La OCDE calculó en 2001 que los costes anuales estimados producidos por el cumplimiento administrativo para empresas de menos de quinientos trabajadores era para España del 5,6% del total del PIB nacional. En 2006, la Comisión situó este coste para el total de las empresas en el 4,6% del PIB. 
No existe en nuestro país una cultura de calidad normativa. Se trata de un modelo que exige abandonar la torre de marfil y en el que la Administración ha de acostumbrarse, entre otras cosas a consultar a todos los actores interesados (no sólo a los que marque el procedimiento administrativo). Igualmente, ha de sopesar alternativas y ver qué es lo mejor que puede hacerse en cada caso, sopesando pros y contras de cada alternativa. 

Un paso adelante en esta línea de calidad normativa se ha dado recientemente con el Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio, por el que se regula la memoria de análisis normativo.
Supone un paso adelante en el proceso de calidad normativa. La Exposición de Motivos es expresiva al señalar que el real decreto tiene por objeto precisar el contenido de las memorias, estudios e informes sobre la necesidad y oportunidad de las normas proyectadas, así como de la memoria económica y del informe sobre el impacto por razón de género, que deben acompañar a los anteproyectos de ley y a los proyectos de reglamento, a los que hacen referencia los artículos 22 y 24 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, que fueron modificados por la Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno, valoración que reiteró la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

La finalidad última de la Memoria del análisis de impacto normativo será garantizar que a la hora de elaborar y aprobar un proyecto se cuente con la información necesaria para estimar el impacto que la norma supondrá para sus destinatarios y agentes. Para ello, resulta imprescindible motivar la necesidad y oportunidad de la norma proyectada, valorar las diferentes alternativas existentes para la consecución de los fines que se buscan y analizar detalladamente las consecuencias jurídicas y económicas, especialmente sobre la competencia, que se derivarán para los agentes afectados, así como su incidencia desde el punto de vista presupuestario, de impacto de género, y en el orden constitucional de distribución de competencias.

Con el propósito de sistematizar y simplificar los citados informes y memorias, que deben acompañar a los anteproyectos y proyectos normativos del Gobierno, que redunden en una mejor comprensión y entendimiento, por parte de los órganos competentes, de sus objetivos últimos, en el real decreto se establece que los mismos se incluirán en un único documento que llevará por rúbrica “Memoria del análisis de impacto normativo”. 
Para el apoyo a los distintos Departamentos ministeriales en la elaboración de la citada Memoria, el Consejo de Ministros aprobará una Guía Metodológica que elaborarán los Ministerios de la Presidencia, de Economía y Hacienda, de Política Territorial y de Igualdad.

El artículo 2 del real decreto señala que la memoria del análisis de impacto normativo deberá contener los siguientes apartados:
· Oportunidad de la propuesta.

· Contenido y análisis jurídico, que incluirá el listado pormenorizado de las normas que quedarán derogadas como consecuencia de la entrada en vigor de la norma.

· Análisis sobre la adecuación de la norma propuesta al orden de distribución de competencias. 

· Impacto económico y presupuestario, que comprenderá el impacto sobre los sectores, colectivos o agentes afectados por la norma, incluido el efecto sobre la competencia, así como la detección y medición de las cargas administrativas. 

· Impacto por razón de género: se analizarán y valorarán los resultados que se puedan seguir de la aprobación del proyecto desde la perspectiva de la eliminación de desigualdades y de su contribución a la consecución de los objetivos de igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, a partir de los indicadores de situación de partida, de previsión de resultados y de previsión de impacto recogidos en la Guía Metodológica a que se refiere la disposición adicional primera.

El artículo 3 hace referencia a la Memoria abreviada al señalar que cuando se estime que de la propuesta normativa no se derivan impactos apreciables en alguno de los ámbitos, de forma que no corresponda la presentación de una memoria completa se realizará una memoria abreviada que deberá incluir, al menos, los siguientes apartados: oportunidad de la norma; listado de las normas que quedan derogadas; impacto presupuestario e impacto por razón de género. 

En Castilla y León,  se ha de proseguir en este proceso de calidad normativa puesto que supone una oportunidad en el proceso de modernización y mejora de la Administración y, a nivel social, un beneficio para el sector empresarial y para el ciudadano.
El derecho a una buena Administración, consagrado en el artículo 12 del Estatuto de Autonomía, debe ponerse en relación con el principio rector del crecimiento económico recogido en el artículo 16 del mismo texto.

En la Comunidad de Castilla y León se han promulgado 128 leyes, 5 Decretos legislativos, 1 Decreto-Ley y más de 6500 Decretos sin contar con las miles de órdenes aprobadas.
Bien es verdad que, desde el año 2001, los Decretos se circunscriben únicamente al ámbito de las disposiciones generales pero desde este año hasta la actualidad se han dictado 1542 Decretos por lo que no se ha producido una disminución muy significativa de las disposiciones generales tras el dictado de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración.
Ello origina la exigencia de que la Junta de Castilla y León asuma como propia la necesidad de elaborar normas basadas en criterios de calidad normativa y asuma igualmente el objetivo de garantizar una implementación más eficaz de las políticas públicas, y proveer más y mejores servicios a la comunidad. 

Esta mejora de la calidad normativa impacta de manera positiva tanto en el crecimiento económico como en el empleo, dos factores básicos para hacer de Castilla y León un lugar más atractivo para invertir y para trabajar. 

2.-MARCO JURIDICO.-

Sin perjuicio de la experiencia de numerosos países, fundamentalmente anglosajones como es el caso de Gran Bretaña, Irlanda y Australia entre otros, existen muy pocas iniciativas en nuestro ámbito de influencia, fundamentalmente realizadas por la Unión Europea, el Estado español y Cataluña:

a) Por parte de la Unión Europea: la Estrategia de Lisboa Renovada realiza un Análisis estratégico del programa legislar mejor.

b) El Estado español a través del Programa Nacional de Reformas del 2005 que establece los criterios de convergencia  e incluye en la estrategia 5 la better regulation.

El Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio, por el que se regula la memoria de análisis normativo establece la necesidad de elaborar en las disposiciones de carácter general un análisis del impacto normativo que será abreviado cuando las repercusiones sociales, económicas y medioambientales no se prevean significantes.

c) Cataluña: a través del Decreto 106/2008, de 6 de mayo, de la Generalitat de Cataluña, de medidas para la eliminación de trámites y la simplificación de procedimientos para facilitar la actividad económica, quien en su art.4 establece el sometimiento a la evaluación de impacto de las políticas públicas de determinadas disposiciones de carácter general y anteproyectos de ley.
d) Castilla y León: se ha aprobado la Ley de derechos de los ciudadanos en sus relaciones con la Administración de la Comunidad de Castilla y León y de gestión pública que proclama la voluntad de las Cortes Regionales para que la Administración Autonómica establezca medidas de simplificación de los procedimientos administrativos, con el fin de propiciar procesos de gestión pública más ágiles y racionales.

Además, la citada Ley eleva a rango legal los principios de calidad normativa y la aplicación gradual de la evaluación del impacto normativo en el procedimiento de elaboración de disposiciones generales.

3.-NECESIDAD Y OPORTUNIDAD DE ACTUAR SOBRE LA CALIDAD NORMATIVA.

3.1.- NECESIDAD.-

Las políticas públicas pueden definirse como "un conjunto de decisiones interrelacionadas adoptadas por un actor o un conjunto de actores políticos, concernientes a la selección de objetivos y los medios para alcanzarlos, en el marco de una situación específica".  
Por ello, podemos considerar que los gobiernos implementan su acción a través de políticas públicas. 
Se trata de un punto de punto de partida caracterizado por un elevado grado de incertidumbre ya que, además, los problemas que se generan para formular políticas públicas son casi siempre interdependientes, en los que es posible que existan varias alternativas de respuesta.

Aunque corresponde a los partidos la definición de un problema político, así como el planteamiento de su solución, la Administración ha de intentar generar la mejor respuesta posible en forma de política pública. Esta respuesta ha de tener en cuenta el impacto que la regulación de la misma puede tener en la sociedad.
Por ello, en un primer momento, el establecimiento de una metodología que oriente a describir perfectamente el problema y ayude a tomar las decisiones es necesaria.
Para trasladar esa decisión de solución a norma, el proceso de elaboración de las mismas puede estructurarse en dos momentos:

Uno de carácter político, que supone la articulación del problema que se pretende solucionar como parte de la agenda política. Esta articulación del problema puede incluir aspectos como la definición del enfoque del problema, así como de posibles alternativas de solución al mismo. 

Otro de carácter administrativo, desde el momento en que la responsabilidad de hacer la norma recae en la Administración y hasta la aprobación del proyecto de norma por quien corresponda. 

No se trata de calificar un problema como público sino de delimitar las fronteras del problema una vez definido, separándole de sus causas y de sus consecuencias. El seguimiento de los principios de necesidad y proporcionalidad facilitan esa labor.

Por otro lado, la gobernanza, entendida como una teoría del buen gobierno, recomienda además dar entrada y participación a diferentes grupos organizados de la sociedad civil para enriquecer tanto el espíritu como la letra de la norma que se está diseñando. 

De forma genérica puede afirmarse que cuanto más bajo es el impacto social y el efecto transformador de una norma, menos intervención tiene la sociedad civil y más peso cobra el papel de las AA.PP. en el diseño efectivo de la misma. En sentido contrario, cuanto mayor es el impacto y mayor el efecto transformador, es más necesaria, en un régimen de buena gobernanza, la participación de la sociedad civil. 
Es necesario por lo tanto establecer unas pautas que orienten al centro directivo para cumplir escrupulosamente con los principios de transparencia y accesibilidad.

4.2.- OPORTUNIDAD.- 

4.2.1.- Calidad Normativa.-

En la mayoría de las Comunidades Autónomas, la iniciativa legislativa corresponde de manera ordinaria al Consejo de Gobierno y a las Cortes, y de manera más excepcional a los Ayuntamientos y los ciudadanos, de acuerdo con la ley. 

La potestad reglamentaria, por el contrario, corresponde exclusivamente al Consejo de Gobierno.
Hasta ahora, las actuaciones relacionadas con la calidad normativa han adolecido, al igual que en el conjunto de España, de un hilo conductor claro y coherente. 
Los anteproyectos normativos han de ir acompañados de una serie de documentos. Una vez que el proyecto normativo es elaborado por la Dirección General correspondiente, suele ser la Secretaría General o Secretaría General Técnica la que informa y tramita los proyectos, para remitirlos a continuación al resto de Consejerías.

Algunas instituciones pueden participar en el proceso de creación de la norma (vg. Consejo Consultivo, Consejo de Diálogo Social o Consejo Económico y Social), en función de la materia que trate.

De la misma manera, cuando la norma suponga un gasto es necesario un informe de repercusión económica que será sometido a la Consejería de Hacienda correspondiente y es obligatorio en algunas CCAA aplicar la perspectiva de género en las fases de planificación, ejecución y evaluación de las políticas llevadas a cabo por las distintas Administraciones Públicas.
Sin embargo, los pasos anteriormente mencionados se dirigen al proceso de elaboración de la disposición desde el punto de visita procedimental pero no entran a valorar la metodología que debe seguir este proceso, desde el punto de vista de la forma y el modelo de hacerlo, la intensidad y, en definitiva, los estándares de calidad.

Por todo lo anterior, se hace necesario y oportuno el dictado de unas pautas que inspiren el quehacer normativo y que a través del seguimiento de unos principios elementales hagan posible decidir si se debe normar y, en ese caso, como se ha de hacer y quien debe de participar.
Los principios elegidos y que más adelante se relacionan se han considerado tras analizar las políticas de calidad normativa de diversos países y regiones y se han adaptado, específicamente, a la realidad de las Comunidades Autónomas.

Además, vinculado a lo anterior nos encontramos con la racionalización y simplificación de los procedimientos que debe ser obligatoria para los procedimientos que se encuentren en proceso de teletramitación.

Bajo la perspectiva que informatizar una ineficiencia es una ineficiencia informática, es obvio que todos aquellos procedimientos administrativos que vayan a teletramitarse se estudien bajo la óptica del rediseño y su simplificación.

La regulación de nuevos procedimientos o la modificación de los ya existentes deben ir acompañados de un estudio que garanticen el cumplimiento de determinados parámetros de racionalización y una previsión del nuevo procedimiento en la organización y en el personal por el presumible aumento de las cargas de trabajo.

 4.- CONTENIDO DE LAS ACTUACIONES DE LA JUNTA DE CASTILLA Y LEON.-
Se ha elaborado un proyecto de Decreto sobre mejora regulatoria (en la actualidad se encuentra sometido al dictamen del Consejo Consultivo) y se contempla, desde dos grandes apartados, la calidad normativa y la simplificación y racionalización de los procedimientos. Pese a que el primero de los apartados puede subsumir al segundo, la importancia que ha alcanzado la simplificación y la racionalización de los procedimientos hacen necesaria la referencia expresa y su tratamiento diferenciado.

Su finalidad es garantizar una implementación más eficaz de las políticas públicas que redunde en la prestación de servicios más eficientes, dar una participación más activa en el proceso de elaboración de las normas a sus destinatarios, asegurando su cumplimiento y facilitar las relaciones con los interesados mediante la sencillez y claridad de los procedimientos administrativos.

Se desarrollan a nivel reglamentario los principios a seguir en materia de calidad normativa que el art.42 de la Ley de derechos de los ciudadanos en sus relaciones con la Administración de la Comunidad de Castilla y León y de gestión pública menciona. 
Constituyen los principios de calidad normativa que inspirarán toda actuación normativa en la Comunidad de Castilla y León, los siguientes:

El principio de necesidad que implicará la obligatoriedad del impulsor de la norma de identificar y definir el problema público que requiere su intervención normativa, así como la determinación de los objetivos perseguidos por la nueva regulación.

El principio de proporcionalidad cuya aplicación permitirá la identificación de los impactos esperados tras la puesta en marcha de un nuevo texto legal, así como la determinación de las opciones más adecuadas para conseguir los objetivos definidos previamente en virtud del principio de necesidad.

El principio de transparencia, en cuya virtud se asegurará la adecuada participación de los principales afectados por la norma.

El principio de coherencia de la nueva regulación con el resto de actuaciones y objetivos de política pública de la Comunidad de Castilla y León.

El principio de accesibilidad, cuya aplicación implicará que la norma es conocida de manera efectiva por la mayor parte de sus destinatarios y que su redacción se ha realizado siguiendo criterios adecuados de técnica normativa.

El principio de responsabilidad. De acuerdo con este principio, podrá determinarse quien es el responsable de la ejecución y control de las medidas incluidas en una disposición normativa.
Se establece la obligatoriedad de someterse al proceso de evaluación del impacto regulatorio a una serie de normas y se remite la metodología a una Guía de Calidad Normativa que será aprobada por la Consejería de Administración Autonómica.

Esta Guía metodológica contiene las principales explicaciones sobre el proyecto. Si se desea profundizar aún más, se ha colgado en la web desde diciembre el llamado Manual de Calidad Normativa, mucho más completo y amplio.

Especial relevancia y originalidad respecto a la normativa ya dictada tienen determinados preceptos que hacen referencia al inventario y descripción de los procedimientos administrativos y al estudio relativo al análisis y diagnóstico de los procedimientos administrativos.

El procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter general que regulen un procedimiento no incluido con anterioridad en el inventario automatizado de procedimientos administrativos deberán incorporar en el estudio de necesidad y oportunidad o, en su caso, de forma independiente, el código de identificación del nuevo procedimiento así como una descripción de sus datos, conforme determine la Consejería competente.

Además, con carácter previo a la aprobación de las disposiciones generales que modifiquen preceptos relativos a procedimientos administrativos ya existentes y, en especial, con anterioridad a las órdenes que aprueben sus aplicaciones de administración electrónica se debe llevar a cabo un estudio relativo al análisis y diagnóstico de los procedimientos y su posible rediseño.

La Consejería de Administración Autonómica aprobará una Guía de racionalización y simplificación en la que se especificarán los criterios de actuación que deberán seguir los centros directivos para la simplificación y racionalización de los procedimientos administrativos. Esta Guía ha sido puesta a disposición y consulta en el mes de diciembre en la página web institucional www.jcyl.es.

Especial referencia se hace al tema de las compulsas de documentación.
Es una constante en la política en materia de simplificación, la intención de suprimir la obligación de presentar copias compulsadas. Solo recordar, con las limitaciones de toda previsión que, el lograr suprimir esta obligación (ya implantada con éxito en países de nuestro entorno como Bélgica) supondría evitar el cotejo de más de 1.500.000 documentos al año, la dedicación a esta labor por parte de empleados públicos de las oficinas de atención al ciudadano de 7.000 horas/año, pero sobre todo dos cifras importantes:
· Que en ese tiempo se pueden atender a 100.000 ciudadanos de forma inmediata y que
· Se generaba un gasto al ciudadano de 15.000.000 euros.

El artículo 3.2 del Decreto 23/2009 supuso un primer ataque contra la práctica de la compulsa, al suprimir el cotejo y/o compulsa de la documentación que se pudiera interoperar, de aquella que ya estaba en poder de la Administración o de aquella que se pudiera tramitar electrónicamente.

Con esta nueva modificación, mientras se procede a la tramitación electrónica de los procedimientos, se prevé la supresión de casi el 70% de la documentación a compulsar.
Su justificación se basa en el artículo 17 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, de aplicación básica en el Estado español, que establece la supresión de la obligación de presentar originales, copias compulsadas o traducciones jurídicas de la documentación que afecte al ámbito de aplicación de la citada Ley que no es otro que lo dispuesto en el artículo 2 del citado cuerpo normativo.

En el ámbito estatal nos encontramos el Real Decreto 136/2010, de 12 de febrero, quien suprime en idénticos términos la citada obligación.

El cumplimiento de esta normativa básica hace necesaria la modificación del artículo 3 del Decreto 23/2009, de 26 de diciembre y la derogación del artículo 25.2 del Decreto 2/2003 de 2 de enero por el que se regulan los servicios de información y atención al ciudadano y la función de registro en  la Administración de la Comunidad de Castilla y León.
Se aclara que la exigencia de documentación tanto originales como copias compulsadas se hará siempre que sea necesario para la resolución del procedimiento (se dice en afirmativo lo que venía en negación) y además se suprime la posibilidad de que el ciudadano pueda solicitar la compulsa inútil de aquellos documentos para los que ya no es necesaria tal exigencia.
Se establecen tres excepciones a la exigencia de compulsar en materia de actividades de servicios, la normativa comunitaria, el orden público y la seguridad pública. Hay que recordar que los conceptos de orden público y seguridad pública son conceptos jurídicos indeterminados que no se pueden definir ni interpretar en una norma sino que obedece al criterio del interpretador del derecho. En tal sentido hay clara jurisprudencia constitucional que proclama este axioma y que deja fuera de la definición legal conceptos como por ejemplo flagrante delito. Será el poder judicial quien vaya delimitando estos conceptos en la evolución que paralelamente se dé en la sociedad.

En cualquier caso, si el interpretador del derecho quiere delimitar dichos conceptos deberá acudir a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de Luxemburgo y al Tribunal Constitucional pero nunca esperar que esa labor se resuelva en una norma por lo que no aparece ni en la legislación estatal aludida ni por supuesto en el proyecto de decreto.

Por último, se hace referencia a la racionalización normativa y a la preocupación por el grado de codificación y compilación en el ordenamiento jurídico autonómico. 

Se establece el deber de las secretarías generales de proceder a informar a la Consejería de Administración Autonómica acerca del grado de compilación y codificación de las normas propias de su competencia. 
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